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0. Disposiciones estatales

CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL

ACUERDO de 20 de septiembre de 2006, de crea-
ción de ficheros de carácter personal dependientes de
los Organos Judiciales.

I

Una de las novedades más notables de la Ley Orgánica
16/1994, reformadora de la Ley Orgánica del Poder Judicial
fue la redacción dada al artículo 230, precepto que significa
de modo claro y rotundo la recepción en el mundo judicial
de los medios informáticos. Dicho precepto vino a reparar,
en parte, el vacío normativo que la mejor doctrina venía denun-
ciando respecto de los ficheros de datos personales existentes
en los juzgados y tribunales.

Hoy en día es posible incorporar a soporte informático
todo tipo de diligencias y actuaciones judiciales. Ello exige,
como es lógico, acentuar las garantías de confidencialidad,
privacidad y seguridad de los datos personales incorporados
a dichos ficheros judiciales. Así, el número 3 del artículo 230
de la expresada Ley Orgánica del Poder Judicial establece
que «Los procesos que se tramiten con soporte informático
garantizarán la identificación y el ejercicio de la función juris-
diccional por el órgano que la ejerce, así como la confiden-
cialidad, privacidad y seguridad de los datos de carácter per-
sonal que contengan en los términos que establezca la Ley».
Ahora bien, debe tenerse en cuenta que dichas garantías deben
ser contrastadas y en ocasiones matizadas por el principio
de publicidad que afecta, según el artículo 120 de la Cons-
titución, a las actuaciones judiciales.

Por otra parte, el número 5 del citado precepto, dispone
que «Reglamentariamente se determinarán por el Consejo
General del Poder Judicial los requisitos y demás condiciones
que afecten al establecimiento y gestión de los ficheros auto-
matizados que se encuentren bajo la responsabilidad de los
órganos judiciales de forma que se asegure el cumplimiento
de las garantías y derechos establecidos en la Ley Orgánica
5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del tratamiento auto-
matizado de los datos de carácter personal». De donde se
deduce que el fichero judicial se haya sujeto a la Ley Orgánica
5/1992, hoy Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre,
de Protección de Datos de Carácter Personal, convirtiéndose
así dicha Ley en punto de referencia de los niveles de protección
aplicables a aquéllos. No obstante, debe advertirse la singu-
laridad de la actividad jurisdiccional y los intereses generales
que en ella subyacen, que exigen, en ocasiones, una limitación
o modulación de los derechos y garantías de los ciudadanos.
Por tal motivo, el propio precepto habilita al Consejo General
del Poder Judicial para que por vía reglamentaria determine
«los requisitos y demás condiciones que afecten al estable-
cimiento y gestión de los ficheros automatizados que se
encuentren bajo la responsabilidad de los órganos judiciales»;
previsión que permite que por vía reglamentaria se de respuesta
a algunos de los problemas derivados de las singularidades
y peculiaridades inherentes a la actividad judicial.

El mandato y habilitación reglamentaria contenida en el
citado artículo 230.5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
es consecuencia directa de la consideración del Consejo Gene-
ral del Poder Judicial como órgano de gobierno del mismo
(artículo 122.2 de la Constitución), por lo que a él le corres-

ponde determinar el régimen jurídico aplicable a los ficheros
que se encuentren bajo la responsabilidad de los órganos judi-
ciales, la creación de los expresados ficheros, así como la
aprobación de los programas y aplicaciones informáticas que
se utilicen en la Administración de Justicia.

Tal normativa, consecuencia de la expresada habilitación,
se contiene en el Reglamento núm. 1/2005, de 15 de sep-
tiembre, de los Aspectos Accesorios de las Actuaciones Judi-
ciales, fundamentalmente en sus artículos 86 a 97, bajo la
rúbrica «Del establecimiento y gestión de los ficheros auto-
matizados bajo la responsabilidad de los órganos judiciales»,
constituyendo el Título V; constatándose en su Exposición de
Motivos la exigencia y vigencia ante los órganos judiciales
de los derechos de autodeterminación informativa.

Ahora bien, como quiera que la Ley Orgánica 15/1999,
de 11 de diciembre, extiende su protección a todo tipo de
tratamiento, automatizado o no, de los datos de carácter per-
sonal, así como a cualquier modalidad de uso posterior, sea
o no automatizado, el presente debe referirse, en consecuencia,
no sólo a los datos registrados en soportes automatizados,
sino también a los que sean objeto de registro manual, siempre
y cuando los mismos se encuentren incorporados a ficheros
organizados y susceptibles de tratamiento, automatizado o no.

Dentro de los ficheros de los órganos judiciales deben
distinguirse los «jurisdiccionales» y los «no jurisdiccionales»
o «gubernativos»; distinción ésta que aparece recogida en el
artículo 87.1 del citado Reglamento. Por «ficheros jurisdic-
cionales» deberán entenderse aquellos que contienen un con-
junto organizado de datos de carácter personal, cualquiera
que fuere la forma o modalidad de su creación, almacena-
miento, organización y acceso, que se han obtenido como
consecuencia del ejercicio de la potestad jurisdiccional que
corresponde exclusivamente a los jueces y tribunales deter-
minados en las Leyes y en los tratados internacionales; y por
«ficheros gubernativos» deberán entenderse aquellos obteni-
dos o que consten en los procedimientos gubernativos.

El artículo 95.1 del expresado Reglamento previene que
la creación de tales ficheros de carácter personal tendrá lugar
mediante acuerdo del Consejo General del Poder Judicial, que
se publicará en el Boletín Oficial del Estado y en los diarios
oficiales de las Comunidades Autónomas, notificándose a la
Agencia de Protección de Datos.

I I

Resulta procedente acordar la creación de los ficheros
de carácter personal dependientes de los órganos judiciales,
referidos en los Anexos I y II que acompañan al presente,
que adoptarán la estructura y medidas de seguridad declaradas
en dichos Anexos.

El Anexo I se refiere a los denominados «ficheros juris-
diccionales», contemplándose la creación de dos ficheros:
«Asuntos Jurisdiccionales» y «Registro de Asuntos». En el pri-
mero de los citados se contempla al órgano judicial que conoz-
ca del procedimiento como Responsable del tratamiento, toda
vez que al mismo le corresponde determinar, en el caso con-
creto, la finalidad, contenido y uso que se da al tratamiento
con sujeción a las normas procesales que resulten de apli-
cación y, en todo caso, a las funciones y competencias que
la Ley Orgánica del Poder Judicial atribuye a los Jueces, Tri-
bunales y Secretarios Judiciales al configurar el diseño de la
Oficina Judicial, quedando su funcionamiento bajo la depen-
dencia directa del Secretario Judicial. Será en la sede del órga-
no judicial donde deban ejercitarse, en su caso, los concretos
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derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición.
El ejercicio de estos derechos, dada la naturaleza de la actividad
jurisdiccional, está sujeto al doble límite del régimen procesal
aplicable en cada caso y de las previsiones del artículo 93
del Reglamento núm. 1/2005, de 15 de septiembre, de los
Aspectos Accesorios de las Actuaciones Judiciales.

En el fichero de «Registro de Asuntos» se prevé como
Responsable del tratamiento al Secretario Judicial encargado
del registro.

Para ambos tipos de ficheros se reconoce a las Admi-
nistraciones Públicas competentes en la dotación de medios
materiales la cualidad de Encargados del tratamiento, al ser
los responsables de los centros de tratamiento, locales, equi-
pos, sistemas, programas, así como del personal técnico que
interviene en el tratamiento. Para el Tribunal Supremo se prevé
que la actuación del Ministerio de Justicia como Encargado
de tratamiento deberá efectuarse en coordinación con el Gabi-
nete de Información y Documentación del dicho Alto Tribunal.
En orden a las medidas de seguridad se prevé la adopción
de aquellas calificadas de nivel alto en atención a que la infor-
mación que se maneja en el marco del proceso judicial puede
ser considerada, con carácter general, toda ella sensible. En
efecto, en algunos supuestos así lo serán por entrar en las
categorías a las que se refiere el artículo 7 de la Ley Orgánica
de Protección de Datos: Ideología, afiliación sindical, religión,
creencias, origen racial, salud o vida sexual. Pero, incluso,
los que no tengan que ver directamente con estas cuestiones
pueden guardar con ellas alguna relación que justifica su espe-
cial protección o, simplemente, por constar en un proceso
judicial, es posible que adquieran un sesgo o connotación
por terceros fuera de las actuaciones judiciales. A ello debe
añadirse que, en aplicación de las normas procesales, la mayor
parte de la información personal obrante en los ficheros de
datos judiciales se habrá obtenido sin que mediara el con-
sentimiento de aquél a quien pertenecen. Igualmente, tampoco
conviene olvidar que su titular no podrá normalmente recuperar
la disposición y el control sobre cuanto sobre él consta en
esos registros.

El Anexo II viene referido a los «ficheros gubernativos»,
contemplándose la creación de dos ficheros. El primero, el
propiamente «gubernativo», que contendrá los datos de carác-
ter personal que deriven de los procedimientos gubernativos,
así como los que, con las normas administrativas aplicables,
sean definitorias de la relación funcionarial o laboral de las
personas destinadas en los órganos judiciales y de las situa-
ciones e incidencias que en ella acontezcan, así como los
datos médicos imprescindibles relativos a dichas situaciones.
Y el segundo, el de «usuarios», que contendrá los datos de
carácter personal de los usuarios de las distintas aplicaciones
informáticas existentes en los órganos judiciales. Para el pri-
mero de los ficheros se previene la adopción de las medidas
de seguridad de nivel alto, y para el segundo, de nivel básico.

Por tanto, resulta procedente acordar:

Primero. La creación de los ficheros de carácter personal
dependientes de los órganos judiciales, referidos en los
Anexos I y II que acompañan al presente, que adoptarán la
estructura y medidas de seguridad declaradas en dichos
Anexos.

Segundo. Notificar el presente a la Agencia Española de
Protección de Datos.

Tercero. Publicar el presente en el Boletín Oficial del Esta-
do, así como en cada uno de los diarios de las Comunidades
Autónomas.

Anexo I: Ficheros jurisdiccionales

A) Nombre del Fichero: Asuntos Jurisdiccionales.
a) Finalidad y usos previstos: Gestión, consulta de infor-

mación y emisión de documentos procesales relativos a pro-
cedimientos tramitados ante los órganos judiciales.

b) Personas de las que se obtendrán datos:

1. Demandantes, demandados y promotores de los pro-
cesos civiles en los que ha de intervenir el Ministerio Fiscal
en defensa de la legalidad, de los derechos fundamentales
y del interés público tutelado por la Ley.

2. Denunciante, querellante, denunciado, querellado, per-
judicado y responsable civil.

3. Profesionales a los que se encomiende la defensa o
representación procesal de las partes.

4. Testigos.
5. Peritos.

c) Procedimiento de recogida de datos: Documentos, gra-
baciones, escritos, resoluciones obrantes en los procedimientos
y demás actuaciones que, con sujeción a las normas pro-
cedimentales, se realicen en ellos, procedentes del órgano judi-
cial, de las partes, de organismos o terceros requeridos por
los órganos judiciales.

d) Estructura básica del fichero y tipos de datos: Se con-
tendrán los datos de carácter personal que deriven de las actua-
ciones jurisdiccionales y, en particular, los siguientes:

1. Los que en atención a lo dispuesto en las leyes pro-
cesales sean necesarios para el registro e identificación del
procedimiento con el que se relacionan.

2. Los que sean necesarios para la identificación y loca-
lización de quienes pudieran tener derecho a intervenir como
parte.

3. Los que sean necesarios para la identificación de quie-
nes asuman las labores de defensa o representación procesal
o intervengan en cualquier otra calidad en el procedimiento.

4. Los que exterioricen las resoluciones dictadas y las
actuaciones en él realizadas.

5. Los derivados de la instrucción o tramitación de las
diligencias judiciales.

e) Cesiones y transferencias:

1. Organo judicial, por aplicación de las normas de coo-
peración jurisdiccional, o de competencia territorial, objetiva
o funcional, que determinen la atribución del conocimiento
del asunto o procedimiento, o de alguna de sus incidencias,
o la realización de actuaciones determinadas, a un órgano
judicial distinto.

2. Defensor del Pueblo, Ministerio Fiscal o el Tribunal
de Cuentas, en el ejercicio de las funciones que tienen
atribuidas.

3. Las derivadas de Convenios internacionales ratificados
por España, así como de normas comunitarias de cooperación
judicial.

4. Consejo General del Poder Judicial, en el ejercicio de
las funciones que tiene atribuidas.

f) Responsable del tratamiento: Organo judicial que conoz-
ca el procedimiento, quedando su funcionamiento bajo la
dependencia directa del Secretario Judicial.

g) Servicios ante los que se ejercerán los derechos: En
la sede del órgano judicial que conozca del procedimiento.

h) Encargado del tratamiento:
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1. Tribunal Supremo: Ministerio de Justicia en coordi-
nación con el Gabinete Técnico de Información y Documen-
tación del Tribunal Supremo.

2. Resto de órganos judiciales: Administración Pública
competente en la dotación de medios materiales, en su res-
pectivo ámbito territorial.

i) Nivel de seguridad: Alto.

B) Nombre del Fichero: Registro de Asuntos.
a) Finalidad y usos previstos: Gestión, consulta y emisión

de documentos relativos a los asuntos registrados y la infor-
mación sobre el órgano judicial que conoce de los mismos.

b) Personas de las que se obtendrán datos:

1. Demandantes, demandados y promotores de los pro-
cesos civiles en los que ha de intervenir el Ministerio Fiscal
en defensa de la legalidad, de los derechos fundamentales
y del interés público tutelado por la Ley.

2. Denunciante, querellante, denunciado, querellado, per-
judicado y responsable civil.

3. Profesionales a los que se encomiende la defensa o
representación procesal de las partes.

c) Procedimiento de recogida de datos: Documentos, gra-
baciones, escritos procedentes de las partes, de organismos
o terceros requeridos por los órganos judiciales.

d) Estructura básica del fichero y tipos de datos:

1. Los que en atención a lo dispuesto en las leyes pro-
cesales sean necesarios para el registro e identificación del
procedimiento con el que se relacionan.

2. Los que sean necesarios para la identificación y loca-
lización de quienes pudieran tener derecho a intervenir como
parte.

3. Los que sean necesarios para la identificación de quie-
nes asuman las labores de defensa o representación procesal
o intervengan en cualquier otra calidad en el procedimiento.

e) Cesiones y transferencias:

1. Organo judicial, por aplicación de las normas de coo-
peración jurisdiccional, o de competencia territorial, objetiva
o funcional, que determinen la atribución del conocimiento
del asunto o procedimiento, o de alguna de sus incidencias,
o la realización de actuaciones determinadas, a un órgano
judicial distinto.

2. Defensor del Pueblo, Ministerio Fiscal o el Tribunal
de Cuentas, en el ejercicio de las funciones que tienen
atribuidas.

3. Las derivadas de Convenios internacionales ratificados
por España, así como de normas comunitarias de cooperación
judicial.

4. Consejo General del Poder Judicial, en el ejercicio de
las funciones que tiene atribuidas.

f) Responsable del tratamiento: Secretario Judicial encar-
gado del registro.

g) Servicios ante los que se ejercerán los derechos: En
la sede del registro.

h) Encargado del tratamiento:

1. Tribunal Supremo: Ministerio de Justicia en coordi-
nación con el Gabinete Técnico de Información y Documen-
tación del Tribunal Supremo.

2. Resto de órganos judiciales: Administración Pública
competente en la dotación de medios materiales, en su res-
pectivo ámbito territorial.

i) Nivel de seguridad: Alto.

Anexo II: Ficheros gubernativos

A) Nombre del Fichero: Gubernativo.
a) Finalidad y usos previstos: Gestión, consulta y emisión

de documentos gubernativos relativos a las plantillas de Jueces
y Magistrados, Secretarios Judiciales, así como del resto del
personal adscrito a la Oficina judicial.

b) Personas de las que se obtendrán datos:

1. Jueces y Magistrados.
2. Secretarios Judiciales.
3. Resto de personal adscrito a la Oficina judicial y, en

su caso, al Gabinete Técnico de Información y Documentación
del Tribunal Supremo.

c) Procedimiento de recogida de datos:

1. Directamente de los propios afectados.
2. De los órganos competentes sobre los cuerpos o carre-

ras a los que pertenezcan los afectados, cuando la Ley así
lo permita y dentro de los límites en ella establecidos.

3. Los que consten en las disposiciones de nombramiento
publicados en el Boletín Oficial del Estado y Boletines Oficiales
de las Comunidades Autónomas.

d) Estructura básica del fichero y tipos de datos: Se con-
tendrán los datos de carácter personal:

1. Que deriven de los procedimientos gubernativos.
2. Los que, con arreglo a las normas administrativas apli-

cables, sean definitorios de la relación funcionarial o laboral
de las personas destinadas en los órganos judiciales y de las
situaciones e incidencias que en ella acontezcan, así como
los datos médicos imprescindibles relativos a dichas situa-
ciones.

e) Cesiones y transferencias. En el ejercicio de las fun-
ciones que tienen encomendadas por una norma con rango
de Ley:

1. Consejo General del Poder judicial.
2. Organos Gubernativos.
3. Administraciones Públicas territoriales con competen-

cia en materia de personal de la Administración de Justicia.

f) Responsable del tratamiento: El órgano gubernativo con
competencia según las previsiones de la Ley Orgánica del Poder
Judicial.

g) Servicios ante los que se ejercerán los derechos: En
la sede del órgano gubernativo correspondiente.

h) Encargado del tratamiento:

1. Tribunal Supremo: Ministerio de Justicia en coordi-
nación con el Gabinete Técnico de Información y Documen-
tación del Tribunal Supremo.

2. Resto de órganos judiciales: Administración Pública
competente en la dotación de medios materiales, en su res-
pectivo ámbito territorial.

i) Nivel de seguridad: Alto.

B) Nombre del Fichero: Usuarios.
a) Finalidad y usos previstos: Gestión, mantenimiento y

control de las cuentas de usuarios habilitadas en los sistemas
de Gestión Procesal y demás aplicaciones informáticas, apro-
badas por el Consejo General del Poder Judicial.

b) Personas de las que se obtendrán datos: Personas a
las que están asociadas las distintas cuentas de usuario.

c) Procedimiento de recogida de datos:
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1. Directamente de los usuarios.
2. De los órganos competentes sobre los cuerpos o carre-

ras a los que pertenezcan.

d) Estructura básica del fichero y tipos de datos: Se con-
tendrán los datos de carácter personal de los usuarios de las
distintas aplicaciones.

e) Cesiones y transferencias: Consejo General del Poder
Judicial y Administraciones Públicas competentes, en el ejer-
cicio de las funciones que tienen atribuidas.

f) Responsable del tratamiento y servicios ante los que
se ejercerán los derechos: ante la Administración Pública com-
petente en la dotación de medios materiales, en su respectivo
ámbito territorial.

g) Encargado del tratamiento:

1. Tribunal Supremo: Ministerio de Justicia en coordi-
nación con el Gabinete Técnico de Información y Documen-
tación del Tribunal Supremo.

2. Resto de órganos judiciales: Administración Pública
competente en la dotación de medios materiales, en su res-
pectivo ámbito territorial.

h) Nivel de seguridad: Básico.

En Madrid, a 20 de septiembre de 2006.- El Presidente
del Consejo General del Poder Judicial, Francisco José Hernando
Santiago.

1. Disposiciones generales

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 5 de octubre de 2006, de la
Universidad de Almería, por la que se convoca a con-
curso público una beca de investigación financiada con
los fondos de contratos, grupos y proyectos.

La Universidad de Almería convoca a concurso público
una beca de investigación financiadas con los fondos de con-
tratos, grupos y proyectos de investigación relacionados en
Anexo.

Solicitantes: Poseer la nacionalidad española, ser nacional
de un país miembro de la Unión Europea, o extranjero residente
en España en el momento de solicitar la beca. El resto de
requisitos se contemplan en Anexo.

Dotación de las becas: La beca comprende una asignación
mensual indicada en el Anexo y un seguro combinado de
accidentes individuales y asistencia sanitaria. Serán incom-
patibles con la percepción de cualquier otra retribución, beca
o ayuda no autorizadas expresamente por el Vicerrectorado
de Investigación y Desarrollo Tecnológico, en el caso de becas
a tiempo completo.

Duración de las becas: Ver Anexo.
Carácter de las becas: La concesión de estas becas no

supone ningún tipo de vinculación laboral entre el beneficiario
y la Universidad de Almería y su disfrute exige dedicación
exclusiva.

Solicitudes: Las solicitudes se formalizarán en el impreso
normalizado cuyo modelo se encuentra en la Unidad Gestión
de Investigación de la Universidad de Almería y se acompañará
de la siguiente documentación:

- Fotocopia del DNI, pasaporte o tarjeta de residente del
solicitante.

- Título o resguardo de haberlo solicitado y certificación
académica oficial, en original o fotocopia compulsada, en la
que figuren, de forma detallada, las calificaciones obtenidas,
fechas de las mismas y constancia expresa de que las materias
constituyen el programa completo de la titulación corres-
pondiente.

- Currículum vitae. Se deberá acreditar documentalmente
que se posee la experiencia y/o el conocimiento requerido en
el perfil de la beca. No se valorará aquello que no esté debi-
damente justificado.

Las solicitudes dirigidas al Vicerrector de Investigación
y Desarrollo Tecnológico podrán presentarse en el Registro
General de la Universidad, o por cualquiera de los medios
establecidos en el art. 38 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

Plazo de presentación de solicitudes: Diez días hábiles,
contados a partir del día siguiente de la publicación de esta
Resolución en el BOJA. Si el último día de presentación de
solicitudes coincidiera con el sábado, el plazo se prorrogaría
automáticamente al siguiente día hábil.

Criterios de selección: La resolución de la presente con-
vocatoria la realizará la Comisión Evaluadora de Solicitudes
que estará compuesta por:

- Excmo. Sr. Vicerrector de Investigación y Desarrollo Tec-
nológico, que actuará como Presidente.

- Ilmo. Sr. Secretario General.
- El director de la beca.
- Dos miembros de la Comisión de Investigación a pro-

puesta de ésta.
- La Jefa de la Unidad Gestión de Investigación, que

actuará como Secretaria.

La Comisión seleccionará y valorará prioritariamente la
preparación académica y experiencia de los candidatos,
siguiendo el baremo que figura como Anexo II a esta con-
vocatoria, pudiendo citar a los candidatos a una entrevista
personal en la que se podrá incluir una prueba práctica. La
Resolución de las becas se publicará en el citado tablón de
anuncios.

Las plazas podrán quedar desiertas si a juicio de la Comi-
sión Evaluadora de Solicitudes los admitidos no reuniesen los
requisitos necesarios para poder desarrollar el trabajo de inves-
tigación objeto de la convocatoria de esta beca.

Si se produjera la vacante o renuncia de una beca se
podrá sustituir por el correspondiente suplente según el orden
de prelación establecido en la Comisión Evaluadora de Becas.

Obligaciones del becario/a:
1. La aceptación de la beca por parte del beneficiario/a

implica la de las normas fijadas en esta convocatoria y las
determinadas por el tutor/a de la beca, quien fijará el horario,
el lugar de desarrollo de su formación y demás circunstancias
de su trabajo, dentro de la normativa vigente en la Univer-
sidad de Almería y resoluciones emanadas de los órganos
de gobierno de ésta.


